
53 

El Juez de Distrito acuerda: De conformidad con el numeral 
117 de la Ley de Amparo, se reitera la rendición de los informes 
justificados por las autoridades responsables, lo que se tendrá en cuenta 
al fallarse este asunto .. 

Acto continuo, con fundamento en el artículo 124 de la Ley de 
Amparo, la Secretaría hace relación de constancias y da cuenta con el 
estado de autos, es decir, con lo ahí agregado y acordado .. 

"En Zapopan, Jalisco, a las diez horas con treinta minutos 
del veintitrés de agosto ·de dos mil veintidós, hora y día señalados 
para la audiencia constitucional en el juicio de amparo indirectó 
120112022, al estar en audiencia pública Fernando Manuel Carbaja/ 
Hernández, Juez Decimosegundo de Distrito en Materias 
Administrativa, Civil y de. Trabajo en el Estado de Jalisco; quien 
actúa en unión de Leticia Cuadra Gonzalez, Secretaria que autoriza y 
da fe, así como de conformidad con lo dispuesto en la- Circular 
SECN0/1012021, de la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos 
Órganos del Consejo de la Judicatura Federal y el artículo 5, fracción 11, 
del Acuerdo G_eneral 2112020, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la reanudación de plazos y el regreso escalonado en 
los órganos jurisdiccionales ante la contingencia por el fenómeno de 
salud pública derivado del virus covid19, así como los diversos 2512020, 
3712020, 912021y112022 en relación con el periodo de su vigencia, sin 
la presencia de las partes y sin presencia pública. 

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 120112022, 
PROMOVIDO PORINl-ELIMINADO 1 1 EL DÍA 
DE HOY SE DICTÓ SENTENCIA QUE A LA LETRA DICE: 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 

OF. 16285 SALVADOR ROMERO ESPINOZA, COMISIONADO 
DEL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES DEL ESTADO DE JALISCO. 

OF. 16286 PLENO DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
"PROTECCIÓN- DE DATOS PERSONALES DEL 
ESTADO DE JALISCO. 

OF. 16287 FISCAL ADSCRITO. 

OF. 16284 OFICIAL MAYOR ADMINJSTRATIVO DEL 
GOBIERNO MUNICIPAL DE SAYULA, JAtlSCOi 

-=: .. ·:-:~·' .~: .. :·~ ·"·.' .-.. • • 

"2022, AÑO DE RICARDO FLORES MAGÓN" 

Juicio de Amparo 
12G1~-- 009801 
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19 Vigente de acuerdo con el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el siete de 
junio de dos mil veintiuno, por el que se expide la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y la Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial de la Federación. 
20 Que entró en vigor el día de su aprobación (veintitrés de enero de dos mil trece), el 
cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de febrero del citado ,. 

~% año y modificado por los diversos Acuerdos Generales 24/2013, 31/2013, 40/2014, 
53/2014, 3/2015, 37/2017 y 1/2018 y 5/2018 publicados respectivamente en el referido 
Diario Oficial de la Federación el treinta de agosto y treinta y uno de octubre de dos 
mil trece, treinta y uno de octubre y veintiuno de noviembre de dos mil catorce, 

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Decimosegundo de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado 
de Jalisco, es competente para resolver el presente juicio conforme a lo 
dispuesto por los artículos 94, 103, fracción 1, y 107, tracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 º, 33, fracción 
IV, 35 y 37, de la Ley de Amparo, así como el 57, fracción IV, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación19, y al Acuerdo General 
número 03120132º y 411201821 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

C O N SI DE R A N D O: 

Todo lo anterior fue cumplido, se dictaron los acuerdos 
procedentes y la audiencia de ley inició en los términos del acta que 
antecede. 

TERCERO. En auto de veintidós de junio de dos mil 
veintidós, se admitió a trámite la demanda de amparo, por lo que se 
requirió a las autoridades responsables por su informe con justificación, 
se dio la intervención legal que compete al Fiscal Federal de la 
adscripción, quien no formuló alegato ministerial, sin que se ordenara el 
emplazamiento del tercero interesado alguno dada la naturaleza del acto 
reclamado y se señaló fecha para Ja celebración de la audiencia 
constitucional. 

SEGUNDO. La quejosa manifestó que la autoridad responsable 
transgredió en su perjuicio los derechos humanos consignados en /os 
artículos 1°, 14 y 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relató los antecedentes del caso y formuló los conceptos de 
violación que estimó pertinentes. 

PRIMERO. Por escrito presentado el diecisiete de junio de 
dos mil veintidós, en la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Dtsttita en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el 
Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan del ue or razón de 
turno correspondió conocer a este juzgado, N2-ELIMINADO 1 
~v.ió&emanda de amparo en contra de las autoridades y por 
el acto que se especifican en la misma. 

R E S U L TA N D O: 

V I S T O S, para resolver los autos del juicio de amparo 
120112022; y, 

·SENTENCIA 

Al no existir pruebas por acordar o diligencia alguna pendiente de 
desahogo, se ·tiene por celebrada Ja audiencia constitucional, en 
términos de la presente acta, y se procede al estudio de las constancias 
relativas, para dictar la sentencia que en derecho corresponda. 

Abierto el período de alegatos, la Secretaria hace constar que 
ninguna parle formuló alegatos, por lo que se cierra esta etapa. 
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22 'Artículo 74. La sentencia debe contener: - - • J. La fijación clara y precisa del acto reclamado 
[. . .}' 
23 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, de abril del año dos 
mil, página treinta y dos (registro: 192097). 
24 Semanario judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, de abril de dos mil 
cuatro, página doscientos cincuenta y cinco (registro: 181810). 

21 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el catorce de noviembre de dos mil 
dieciocho. 

cinco de marzo de dos mil quince, quince de diciembre de dos mil diecisiete, 
·veintitrés de enero y veintisiete de marzo, ambos de dos mil dieciocho. 

Del Oficial Mayor Administrativo del Gobierno Municipal de 
Sayula, Jalisco: 

A. La resolución de veinticinco de mayo de dos mil 
veintidós, emitida en e/ recurso de revisión 70912022, 
resuelto por el Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco, por la que se determinó imponer 
al quejoso amonestación pública; 

Del Pleno del Instituto de Transparencia, Información 
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco: 

Con base en lo acotado, al analizar en su integridad la 
demanda de amparo, sin atender a los calificativos vertidos en la 
enunciación de 'tos actos reclamados, y al armonizar los datos y 
elementos que la conforman, se deduce que se hacen consistir en: 

En apoyo a lo entenor; cobran aplicación la jurisprudencia P./J. 
4012000 y la tesis aislada número P. Vl/2004, cuyos rubros dicen: 
'DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD. '23 y 'ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU 
FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO. •24 

2) Prescindir de los . calificativos que en su enunciacmn se 
formulen sobre su constitucionalidad o inconstitucíonalidad. 

1) Analizar en su integridad la demanda de amparo y anexos, 
con un criterio de liberalidad y no restrictivo, sin cambiar su alcance y 
contenido; y, 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de Ja Nación fijó 
algunos lineamientos que el juzgador de amparo debe observar para 
establecer cuáles son los actos reclamados, a saber: 

Esto es así, porque antes de verificar la certeza o inexistencia 
de /os actos impugnados en el juicio, deben quedar precisados cuáles 
son éstos. 

· SEGUNDO. Fijación de Jos actos reclamados. En términos de 
fo dispuesto por el artículo 74, fracción 122, de la Ley de Amparo, se 
procede a fijar en forma clara y precisa cuáles son los actos reclamados 
en el amparo. 

Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de 
/os circuitos judiciales en los que se divide la República Mexicana, y al 
número, jurisdicción territorial y especialización ·por materia de los 
Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
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25 Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo V, primera. parte, enero a junio de 
mil novecientos noventa, página noventa y cinco (registro: 206225). 
26Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 76, abril de 
1994, Página: 68, Materia Común (Registro: 212775). 

TERCERO. Inexistencia de Jos actos reclamados en las letras 
B y C. Precisados los actos de reclamo por la parte quejosa, por 
cuestión de técnica procede analizar si existe o no, lo que permitirá que 
después se verifique si respecto del mismo se surte o no alguna causa 
de improcedencia o, en su caso, proceder al estudio de la cuestión de 
fun~. · 

De acuerdo con la técnica que rige al juicio de amparo, en toda 
sentencia, sea amparo directo o indirecto, la autoridad que conozca del 
mismo, en primer lugar, debe analizar y resolver respecto de la certeza o 
inexistencia del acto reclamado y, sólo en el primer caso, lo aleguen o 
no las partes, estudiar y declarar las causas de improcedencia que a su 
criterio se actualicen para, por último, de no encontrarse alguna, 
pronunciar la resolución de fondo que en derecho corresponda. 

Lo anterior es así, entre otros motivos, porque de no ser cierto el 
acto combatido resultaría ocioso, por razones lógicas, ocuparse del 
estudio de cualquier causa de improcedencia. 

En otras palabras, el estudio de alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 61 de la Ley de Amparo o del fondo del asunto, 
implica en primer lugar que exista el acto reclamado y sólo en el evento 
de que así sea, deberá ser el juicio procedente, siempre y cuarido no se 
demuestre lo contrario, para que pueda estudiarse el asunto de fondo. 

Se cita por analogía, la jurisprudencia identificada como XVll.2o. 
J/10, de rubro siguiente: 'ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O 
INEXISTENCIA DE LOS. TÉCNICA EN EL JUICIO DE AMPARO. •26. 

Con el propósito de determinar la certeza de la conducta que se 
reclama, es necesario explicar brevemente las reglas que sobre la 
prueba rigen en el juicio de amparo. 

Para tal efecto, conviene determinar quién tiene la carga de la 
prueba, es decir, a qué parte corresponde acreditar la existencia y la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de la conducta reclamada, ya 
que la institución jurídica mencionada precisa quién debe demostrar sus 
afirmaciones. 

En ese orden de ideas, se enuncian algunas reglas generales 
que sirven para determinar la institución procesal de referencia: 

a) Las partes asumirán la carga de probar los hechos 

Una vez señalado cuál es el acto reclamado, por cuestión de 
técnica, enseguida se eneüzeré la certeza o inexistencia de éste, tal 
como lo estableció la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia la 
Nación, en la tesis aislada cuyo rubro se transcribe en seguida: 
'SENTENCIAS DE AMPARO. PRELACIÓN LÓGICA DE SUS 
CONSIDERANDOS. '25 

C. El oficio CRH/257312021 por el que se notificó Ja 
determinación de incumplimiento de la resolución del 
recurso de transparencia. 

De Salvador Romero Espínoza, Comisionado del Pleno del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Jalisco: 

B. La inscripción a su expediente laboral. 
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27 Artículo 81.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus 
excepciones. 
28 Artículo 82.- El que niega sólo está obligado a probar: --- l.~ Cuando la negación envuelva la 
afirmación expresa de un hecho; --- U.e Cuando se desconozca la presunción legal que tenga a su 
favor el colitigante, y --- IIL- Cuando se desconozca la capacidad. 

2) Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su 
favor Ja contraparte. 

3) Cuando se ignore Ja capacidad de Ja parte contraría. 

Sobre esta explicación, es menester hacer mención a lo 
establecido por la Ley de Amparo en reláción con Ja carga de la prueba, 
para lo cuel: se tiene en cuenta el contenido del párrafo tercero del 
artículo 117, que señala: 

'Artículo 117. [ ... ]Si no se rindió informe justificado, 
se presumiré cierto el acto reclamado, salvo prueba en 
contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su 
inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mismo 
violatorio de los derechos y garantías que se refiere el 
artículo 1 ºde esta Ley[ ... l' (énfasis agregado). 

De conformidad con lo anterior, Ja parte quejosa sólo está 
obligada a soportar la carga probatoria cuando la inconstitucionalidad del 
acto reclamado dependa de motivos externos a su propia existencia, 
tales como los datos o pruebas en que se haya fundado; pero lo 
trascendente de la norma transcrita es que releva a dicha parte de la 
obligación de probar cuando el acto sea vio/atorio de derechos 
fundamenta/es en sí mismo, pues en este caso, acreditada la existencia 
del acto reclamado, to estará tembiénsu lnconstitucionelided. 

Expuesto lo anterior, se tiene que las autoridades responsebtes: 
Oficial Mayor Administrativo del Gobierno Municipal de Sayula, 
Jalisco y Salvador Romero Esplnoze, Comisionado del Pleno del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Jalisco, negaron los actos · 
reclamados, respectivamente, al rendir su informe justificado; de ahí que 
se tengan como inexlstentes. 

Lo anterior es así, en virtud de que, por lo que hace al Oficial 
Mayor Administrativo del Gobierno Municipal de Sayula, Jalisco, fue 
categórico en negar el acto atribuido, consistente en la inscripción a su 
expediente laboral del quejoso de la amonestación pública en su 
expediente laboral, al referir que no ha recibido ninguna notificación por 
parte del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Jalisco, para realizar dicha inscripción. 

Por su parte, Salvador Romero Espinoze, Comisionado del 
Pleno del Instituto de Transparencia, Información Pública y 
Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, al rendir el 
informe justificado únicamente aceptó la existencia de la resolución· 
emitida en el recurso de revisión 70912022, de veinticinco de mayo de 

constitutivos de su acción, regla prevista en el artículo 8127 del Código 
Federal de Procedimiento Civiles de aplicación supletoria a la Ley de 
Amparo. 

b) Otro de Jos principios reguladores sobre Ja carga de la prueba 
se encuentra previsto en el artículo 8228 de la legislación adjetiva de 
referencia, de cuya interpretación, en sentido contrario, se entiende que 
sólo el que afirma tiene la carga de probar, y no así el que niega; sin 
embargo, existen excepciones a esta regla: 

1) Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un 
hecho. 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERNJÓN 
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29 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, febrero de 2002, 
p. 903. 
30 Visible en la página 1621, del Apéndice al Semanario Judicial de Ja 
Federación de 1995, Novena Época. 

En consecuencia, al no existir prueba demostrativa de la 
existencia del acto reclamado, cobra firmeza la negativa de las 
autoridades responsables; por ende, lo procedente será sobreseer en 
el juicio respecto de dichas autoridades y actos, con fundamento 
en el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo. 

De igual forma, sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 
número 31030, sustentede por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de título: 'INFORME JUSTIFICADO, NEGATIVA DE LOS 
ACTOS ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES.' 

Así, en la medida que las responsables negaron el acto 
reclamado, no es a ellas a quienes corresponde expresar razonamiento 
alguno que justifique esa manifestación, ni demostrar con prueba alguna 
que lo que se les atribuye es inexistente, sino que, por el contrario, recae 
sobre la parte quejosa la carga de acreditar que es verdad lo que les 
reclama; sin que la parte quejosa haya desvirtuado esa negativa, acorde 
a lo antes apuntado -no obstante habérsele dado la vista 
correspondiente-. 

Corrobora el criterio sustentado, la tesis Vl.2o.A.4 K29, con 
registro número 187728, de la Novena Época, de Tribunales Colegiados 
de Circuito, en Materia Común, cuyo rubro dice: 'PRUEBA, CARGA DE 
LA. RECAE EN EL QUEJOSO ANTE LA NEGATIVA QUE DE LOS 
ACTOS RECLAMADOS HAGAN LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO.' 

Constancias valoradas de conformidad con Jos artículos 197 y 
203 del supletorio Código Federal de Procedimientos Civiles, de las que 
no se advierte la acreditación del acto reclamado. 

Con dichos medios de prueba, no se desvirtúa la negativa de 
las autoridades responsables, al tratarse únicamente de documentos 
que en su caso acreditan la existencia de la resolución de veinticinco de 

· mayo del año en curso que recurre en esta instancia constitucional. 

En ese sentido cabe precisar, que a pesar que por acuerdos de 
doce y veinte de julio del año en curso, se dio vista con los informes 
en sentido negativo a la parte quejosa, quien no desvirtuó dicha 
negativa con medio de convicción alguno, pues fue omisa en ofrecer 
probanza idónea para ello en el presente sumario constitucional, 
toda vez que con las documenta/es ·consistentes en: copia 
certificada de un convenio de adhesión, copia certificada de 
nombramiento, así como copias simples del oficio CNMS/226112022, 
extracto del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección 
de Datos Personales del Estado de Jalisco, resolución de recurso de 
revisión 70912022, de veinticinco de mayo de dos mil velniidos y una 
constancia de amonestación pública. 

Máxime, que de las constancias que· remitió a su informe 
iustiñcedo, no se advierte el oficio CRH/257312021 por el que se haya 
notificado al quejoso la determinación de incumplimiento de Ja resolución 
del recurso de transparencia, pues la que se observa es diversa 
mediante oficio CNMS/2261/202 dirigida al Titular de la Unidad de 
Transparencia del Desarrollo Integral para la Familia de Sayula, Jalisco. 

dos mí/ veintidós, que resolvió amonestar públicamente al quejoso. 
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33 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Localización: Tomo XXXI, de mayo 
de 2010, p. 830. 

31 Apéndice de 1995, Quinta Época, Tomo VI, Parte SCJN, Materia Común, página ciento cincuenta y tres 
(Registro: 394182)_ . 
32 "Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano 
jurisdiccional que conozca del juicio de amparo". 

SÉPTIMO. Estudio de fondo. Los conceptos de violación 
hechos valer por el solicitante de la tutela constitucional, son 
infundados para otorgar el amparo y protección de la Justicia de Ja 
Unión solicitado. 

SEXTO. Conceptos. de violación .... La parte quejosa hizo veler 
Jos conceptos de violación expuestos en su demanda, los que 1 se dan 
aquí por reproducidos en obvio de repeticiones innecesarias, en la 
medida de que ningún dispositivo legal establece como requisito formal 
de. la sentencia la trascripción de los. mismos; a lo que debe agregarse 
que la obligación respectiva atañe al estudio de éstos, incluso en su 
conjunto, según lo establece el articulo 79 de la Ley de Amparo. 

Cobra aplícación, la tesis de jurisprudencia con clave de 
identificación 2a.lJ. 581201033, con número de registro 164618, 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de la Novena Época, en Materia Común, del rubro siguiente: 
'CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRA V/OS. PARA CUMPLIR CON 
LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHA USTIV/DAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.' 

En tal virtud, no se advierte que opere alguna causal que deba 
analizarse· de oficio, por lo que procede analizar los conceptos de 
violación que se vierten en torno a la constitucionalidad del acto 
reclamado. 

QUINTO. Improcedencia del juicio de amparo. Con 
fundamento en el arliculo 6232 de Ja Ley de Amparo, se analizan las 
causales de improcedencia Jo aleguen o no las partes, al ser una 
cuestión oficiosa, de orden público y estudio preferente. 

Es aplicable al respecto, en lo conducente, la jurisprudencia 226 
del . Pleno del Alto Tribunal, con el rubro siguiente: 'DOCUMENTOS 
PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR PROBA TORIO. '31 

Lo anterior se corrobora con las copias certificadas que del 
expediente 70912022, remitió con su informe la citada autoridad; 
documentos que merecen valor probatorio pleno, de conformidad con 
lo dispuesto por los artículos 197 y 202 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de ·aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 
pues su formación está encomendada por la ley, dentro de los límites 
de su competencia, a un funcionario investido de fe pública, que las 
expide en ejercicio de sus atribuciones; aunado a que esa publicidad 
se demuestra por las características que presentan tales 
documenta/es, como son Ja existencia de los sellos, firmas y demás 
signos legales. 

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto el acto 
reclamado a la autoridad responsable Pleno del Instituto de 
Transparencia, lnformaci(>n Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco, pues al rendir el informe justificado 
admitió su existencia. 
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........_....__..........,...&...L.:......._ NADO 1 
1 O. En acuerdo A.1.1019212022, se dictó respuesta ordenando 

su notificación a la solicitante. 
11. El tres de febrero de dos mil veintidós, el solicitante 

interpuso recurso de revisión impugnando actos del sujeto obligado 
Desarrollo Integral de la Familia municipal de Sayula, registrándose con 
la cifra 70912022. 

12. El ocho de febrero de dos mil veintidós, se admitió a 
trámite el recurso de revisión citado en el punto anterior, y se requirió al 
sujeto obligado para que diera contestación al citado recurso, mediante 
oficio Ponencia CNMS/13412022 de ochode febrero de dos mil veintidós 
dirigido al Titular de la Unidad de Transparencia Desarrollo Integral de la 
Familia municipal de Sayula .. 

13. Mediante oficio IJ/034412022 de auince de febrero de dos 
mil veintidós, signado porlN9-ELIMINADO 1 l en su carácter 
de Titular de Ja Unidad de Transparencia del . Ayuntamiento 
Constitucional de Sayu/a, Jalisco, por convenio de adhesión del 
Organismo Púb/íco Descentra/izado denominado Sistema de 
Desarrollo Integral de Ja Familia municipal de Sayula, rindió su 
informe justificado a la admisión del recurso de revisión 709/2022. 

14. En dieciséis de marzo de dos mí! veintidós, se resolvió el 
recurso de revisión 70912022, declarándose fundado; cuyos ·puntos 
resolutivos son los siguientes. 

Para mejor comprensión del asunto, es menester destacar los 
antecedentes principales del acto reclamado, /os cuales se desprenden 
de tas constancias del recurso de revisión 709/2022 de origen, siendo 
los siguientes: 

9. Mediante solicitud Ciudadana de manera electrónica 
ingresada a la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento Constitucional 
de Sayula, Jalisco, el diecinueve de enero de dos mil veintidós, a la 
cual se le asignó el número de expediente 004512022 y su acumulado 
004612022, se solicitó al sujeto obligado A untamiento Constitucional de 
Sayula, copia del título profesional de N6-ELIMINADO 1 
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,~.J :·: '. :· ~-t.,7-· 1 ' . 

PRIMERO. Se tiene al sujeto obliga o, INCUMPÜ. ~Q0_1con 1 resolución definitiva de íecha día 16 
dieciséis de marzo de 2022 dos foil' velntld~s. ~~i?'f.~~~ por ste Órgano Colegiado, del presente 
recurso de revisión 709/2022. t · · · 1 1 

. ~ ~ j 
ff ~ 'fNJr,t'.I {;: ~ 
! ,cc~:i\\1 

SEGUNDO. Se impone una AMO~·E-STA-CIÓN .. P.llB CA on su expediente laboral del 
responsable servidor público NlO-ELIMINADO 1 , murar del Unidad de 
Transparencia del sujeto obligado Ayuntamienlp Constilucio al de Sayula, y se re apercibe 
para que en el caso de incumplir con la presente/determinación,! e impondrán las medidas de 
apremio que establece Ja Ley de Transparencia yrcceso a la lnf~ ación Publlca del Estado de 
Jalisco y sus Municipios. ! 1 

1 
TERCERO. Se requiere de nueva cuenta al DIF MUNICIPAL DE SAYULA, a efecto de que dentro 

·del plazo de 10 diez días hábiles siguienles co~ados a partir d~ la notificación de ta presente 
de terminación, dé cumplimiento a la resolución aleria de es!e) recurso de revisión. Debiendo 
informar a este lnsli!u!o, el cumplimiento respecü en el término de tres días hábiles posteriores al 
término otorgado para el cumpílmiento de la presenle deter~rnaclón que nos ocupa, bajo 
apercibimiento que, en el supuesto de incumplimlento, se le Impondrá medida de apremio al C. 

1 

1 3 

e: • \ I 
consecuencia, por lo anles expuesto motivado y fun7cdo 1 ·PI d . 

sigulenles puntos: '> ; 
1 

-::-··--- -~ • . es e.' eno el lnsututo determina Jos 
¡ \. ., .. - : 
f R ~ .. s P'L-u J. os. . : 
l . '1 ' .. , j '~ . ' 

l. ,' .. ·'·'1 l\ e., • 

Por lo tanlo , se REQUIERE al uielo bf" d , 
• • • . J o rga o para que acr dile a e f 1 . ' 

dias habrles postenores al térmi 0 anterior m d' 1 . 1 . 5 e nsUluto, dentro de los 03 tres 
1 . . e ran e un info e haber cu 1-d 

)
1 

correspondiente, baJo apercibimi nlo de que d ' . mp r o la resolución definitiva . . en caso e no umpr _ " 
· me~1das de apremio correspondi tes al servidor ptiblíco u 1 Jf con lo ordenado se aplicarán las 

/ 
lo dispuesto por el artícu Jo 103 la Ley de Tr q . res u lle responsable de conformidad ron 

ansparenc¡ y Acceso a Ja f nfo . . P. b . ¡; · ¡ slado de Jalisco y sus Municipios y el articulo 69 de R J8 d. rmacion u hca del 
eg enlo , e la Ley. 

d , sen ida proca 1 presente como reserva a o confiden ial • , e e, exceptuando aqu 11 1 . .• 
o en su caso inexistente. . e a e as1ficada . 

16. En once de mayo de dos mil veintidós, se ordenó elaborar 
la determinación de cumplimiento o incumplimiento a la 
resolución de definitiva, por lo que el veinticinco de mayo 
siguiente, se determinó que se encontraba incumplida dicha 
resolución cuyos puntos resolutivos son los siguientes: 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
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1. Que la resolución de veinticinco de mayo de dos mil veintidós, no 
se encuentra debidamente fundada ni motivada, por no hacer 
una valoración adecuada de las constancias que integran el 
recurso de transparencia, así como señalar el fundamento donde 
se precise que el Titular de la Unidad de Transparencia del 
Desarrollo Integral de la Familia municipal de Sayula, Jalisco, es 
el quejoso. 

2. Que la resolución de veinticinco de mayo de dos mil veintidós 
resulta inconstitucional en razón de que el requerimiento de 
cumplimiento de la resolución emitida en el recurso de 
transparencia fue dirigida al sujeto obligado, siendo el Desarrollo 
Integral de la Familia municipal de Sayula, Jalisco, y no al 
quejoso, por lo que no existe ningún tipo de obligación sobre su 
persona por no ser e sujeto obligado, aunado a que el ente 
público tiene representación legal, por lo que no se puede 
sancionar a una persona que no ha sido parle en el 
procedimiento. 

3. Que la responsable no resolvió conforme a las formalidades del 
procedimiento, de conformidad con los artículos . 14 y 16 
Constitucionales, al no habérsele notificado un apercibimiento 
'previo, nulificando su garantía de audiencia. 

4. Que no se individualizó la sanción impuesta de conformidad con 
el artículo 125 de la Ley del Procedimiento Administrativo, 
aplicado de forma supletoria, en relación con el artículo 90 de la 
Constitución del Estado de Jalisco. 

Ahora bien, fa parte quejosa, aduce medularmente en sus 
conceptos de violación los siguientes: 

RECURSO DE REVISIÓN: 70912022 • -i· • ,. t-: 
SUJETO OBLIGADO: DIF MUNICIPAL DE SAYULA ViN • '~ , ,. 
COMISIONADA PONENTE:,NATALIA MENOCOOZAsiii~N ORO!NARIA \--·-.·-"-. \ 
FECHA Y LUGAR- GUADALAJARA, JAUS • c:o- 
CORRESPONDIE~ffE AL olA 25 VEINTICINCO DE MAYO DE 2º}2 DOS MIL ~~~ós -Óc-¿ 

· Tit lar del Unidad de Tra"sparencia dei-SU¡~-~ 
y ta - ¡0 al de sayut de_ ~iento cincue~ta a mil quinien~s vec:..:~ 

diario de la Unidad de Medida y ~ctua\i acren, de =nr,rmidad a lo establec1c10 en o:\"'""~..,_ ~n. 
103, parrara 3, de ta Ley.de lama na. ~ ¡._e 

. ---, ·--·-···-·----- -.}, 

Nolifiquese la presente ~esolució a las pa es. a travi!/s de los medlos legales ~~ ¡:;_ 
conformidad con ro establ~cido en 1 ~unto 3 d artl<:U!º. 1 q2 de la Ley de Transparencia y~::.; 
Información Publica del Estado de alisco y sus untciproa. 3~ 

l /¡ 1 f. -- - P "bl" Así lo resolvió el Pleno del lnstit!.lto de Tra sparen~ a, n orrnaeron u rea y Prot~- 
Datos Personales del Estado de ~alisco, por nanl~~dad d~ vo~os, ante la Se_cretarta E¡~~ 
quien certifica y da fe, e.n Guadalajara, Jalisc , -ses~on ordtnarla correspondiente a la fttll.;¡t; 
veinticinco de mayo de 2022 dos fuil veintidós 

í \ 
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El citado. dispositivo consagra los derechos que deben 
prevalecer en todo acto privativo y se hace una relación enunciativa y 
genérica de éstos, consistentes en la· Ubertad, la propiedad, la posesión 
u otros derechos semejantes, por ejemplo, los derechos de familia; y por 
otra parte, se establecen los derechos que tienen los gobernados antes 
de ser objeto de dicha privación, que son la existencia de un juicio, que 
el juicio sea seguido ante tribunales previamente establecidos, que en él 
se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, y que todo 
se lleve a cabo conforme a las leyes expedidas con anterioridad a los 
hechos que sirvan de base a la privación. 

En esta segunda parte se prevé el derecho al proceso y sus 
caracteres fundamentales, y ahí se ubican las formalidades esenciales 
del procedimiento, conocidas como del debido proceso, en la doctrina y 
otras latitudes, e inmerso en ellas el ser llamado a juicio, oído y vencido 
y el derecho de aportar pruebas en los juicios en que alguien sea parte, 
los cuales constituyen derechos típicamente procesales. 

A su vez, conforme al último párrafo del artículo citado, para que· 
exista un acto privativo en materia civil, debe haberse emitido una 
sentencia en contra del gobernado. 

Esto es, para los efectos de dicho artículo, por acto de privación 
debe entenderse aquel que tiene como fin la disminución, menoscabo o 
supresión definitiva de un derecho del gobernado, sin embargo, no todo 
acto de autoridad provoca esos efectos, no obstante que exista una 
afectación a la esfera jurídica del gobernado. 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos 
en forma de juicio en los que se establezca como regla la 
oralidad, bastará con que .. quedeconstencie de ellos. en cualquier 
medio que dé certeza de su. contenído y del cumplimiento de lo 
previsto en este párrafo," 

(, . .) 

"Artículo 14. A ninguna ley se dará etecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna.--- Nadie podrá ser privado de la 
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 
anterioridad al hecho.--En /os juicios del orden civil, la sentencia 
definitiva deberá ser conforme a la letra o a Ja interpretación 
jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en tos principios 
generales del derecho." 

En primer lugar, es preciso señalar que en lo conducente, la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en los 
artículos 14 y 16 lo siguiente: 

Sentado lo anterior, para demostrar lo infundado e inóperante de 
los conceptos de violación hechos· valer por el quejoso, resulta 
preponderante resaltar que los preceptos constitucionales que se duele 
dice fueron transgredidos son los artículos 14 y 16, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Apoya lo expuesto la jurisprudencia P./J. 47195 del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación Novena Época Registro: 
200234 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo 
11, Diciembre de 1995, Página: 133 de rubro y texto: 

"FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 
SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La 
garantía de audiencia establecida por el artículo 14 
constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad 

Es así, pues el derecho fundamental de audiencia establecido 
por el artículo 14 de la Constitución Política de Jos Estados Unidos 
Mexicanos, consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa 
previamente al acto privativo de la libertad, propiedad, posesíones o 
derechos, y su debido respeto impone a /as autoridades jurisdiccionales, 
entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga se cumplan 
/as formalidades esenciales del procedimiento. 

Así, para respetar ese derecho, que es de f ndole sustantivo, en 
tanto que constitucionalmente faculta a la autoridad para irrumpir en fa 
esfera jurídica de un particular, debe seguirse el procedimiento 
establecido en las leyes, lo que implica sujetarse a los plazos y a /as 
reglas ahí previstas. 

En este sentido, la infracción aislada de alguna de las normas 
procedimentales sólo se traducirá en la violación de derechos adjetivos 
o procesales, aun cuando están relacionados con el derecho sustantivo 
indicado. 

En conclusión, si la privación de un derecho, bajo los aspectos 
indicados anteriormente, es la finalidad connatural perseguida por un 
acto de autoridad, éste asumirá e/carácter de privativo; por el contrario, 
si cualquier acto autoritario por su propia indo/e no tiende a dicho 
objetivo sino que la restricción provisional es sólo un medio para lograr 
otros propósitos, no será acto privativo sino de molestia. 

En tal virtud, el artículo 14 constitucional, en su segundo párrafo, 
exige el respeto al derecho de audiencia antes de que se produzcan 
aquellos actos que en definitiva priven a alguien de sus bienes o 
derechos, en tanto que, los actos que no produzcan esos efectos 
estarán regulados sólo por el artículo 16 de la propia Constitución. 

De igual forma, entre /as reglas del procedimiento protegidas por 
el artículo 14 constitucíonal se encuentran todas las etapas y reglas 
procesales que deben cumplirse por el juzgador dentro de un proceso, 
que es lo que consagra el derecho de audiencia para el gobernado .. 

En este aspecto se refiere al cumplimiento de las condiciones 
fundamentales que. deben setistecerse en el procedimiento jurisdiccional 
que concluye con el dictado de 'une resolución que dirime las cuestiones 
debatidas. 

Ello es así, ya que existen actos que restringen el ejercicio de un 
derecho en forma provisional o preventiva, pero los mismos no tienen la 
finalidad de privar en forma definitiva de ese derecho a su titular, sino 
que se trata de medidas provisionales establecidas por el legislador 
para proteger determinados bienes jurídicos, en tanto se decide si 
procede o no la privación definitiva. 

Por lo que, no basta que un acto de autoridad produzca una 
afectación en el ámbito jurídico para que se repute "acto de privación" 
en los términos del último párrafo del artículo 14 constitucional puesto 
que para ello es menester que la merma o menoscabo tengan el 
carácter de definitivos. 
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Así, a efecto realizar el estudio de los conceptos de violación 
sintetizados, es necesario señalar que el primer párrafo del artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos· Mexicanos constituye 
·el derecho de seguridad jurídica a favor de los gobernados, el cual exige 
/os siguientes requisitos en la emisión de cualquier acto de molestia 
proveniente de una relación pública de supra-subordinación: 

1. Que provenga de autoridad competente; 

Tal razonamiento encuentra sustento en Ja Juiisprudencia 204, emitida 
por la Segunda Sala de Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 
la página 166, del Apéndice al Semanario Judicial de Ja Federación 1917-2000, 
Tomo VI, Materia Común, Séptima Época, con número de registro 238212, que 
establece: 

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el 
erticúlo 16 de la Constitución Federal· todo acto de autoridad 
debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, 
entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con 
precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, 
que deben señalarse, con precisión, las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 
hayan tenido en consideración para Ja emisión del acto; siendo 
necesario, además, que exista adecuación entre Jos motivos 
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso 
concreto se configuren las hipótesis normativas." 

. ¡ 
La exigencia de motivación se traduce en la expresión de las 

razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que 
basa su proceder se encuentran probados y son precisamente Jos . 
previstos en la disposición legal que afirma aplicar. 

Dicha exigencia tiene como propósito, que los gobernados 
tengan la posibilidad de atacar dichos fundamentos, si éstos no fueron 
los correctos, o bien, si no fueron acordes con la motivación citada, en 
otros términos, tiende a evitar Ja emisión de actos arbitrarios. 

Luego, el dictado de un acto privativo precisa de la concurrencia 
indispensable de diversos requisitos mínimos a saber, esencialmente 
que se exprese, se funde y motive la .causa legal del procedimiento, 
garantía que protege de manera· destacada el artículo 16 constitucional. 

La exigencia de fundamentación, entendida como el deber que 
tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos 
legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda 
imponer el acto de autoridad, presupuesto que tiene su origen en el 
principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las 
autoridades sólo pueden hacerlo que la ley les permite. 

de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, 
propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone 
a /as autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el 
juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para 
garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y 
que, de manera genérica, se traducen en los siguientes 
requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus · 
consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las 
pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de 
alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las 
cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se 
dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es 
evitar la indefensión del afectado." 
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Determinación que en su literalidad se advierte Jo siguiente: 

Como se preciso en párrafos precedentes, el acto que 
esencialmente se reclama en el presente procedimiento constitucional, 
se hace consistir en la resolución de veinticinco de mayo de dos mil 
veintidós, emitida en el recurso de revision 70912022, del índice del 
Instituto res onsable en la ue se resolvlo amonestar públicamente a 
N12-ELIMINADO 1 Titular de la Unidad de Transparencia del 

sujeto obligado Ayuntamiento Constitucional de Sayula. 

Establecida la premisa constitucional de Ja que se parte para el 
estudio de los conceptos de violación hechos valer, toca analizar la 
cuestión fáctica. 

Por último, el que se exija que el acto de autoridad conste por 
escrito, asegura que quede constancia de él, siendo así factible su 
análisis y confrontación con las normas en que se debe fundar, para 
determinar su legalidad y consecuente constitucionalidad. 

Por su parte, el requisito formal de debida fundamentación y 
motivación implica que en todo acto de euiotioed ha de expresarse con 
oreciston el precepto legal aplicable al caso y las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan 
tenido en consideración para la emisión del mismo; es necesario, 
además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicábles, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis 
normativas. 

El primero de los requisitos en cuestión, indudablemente, es la 
positivización del principio de legalidad que rige dentro de nuestro 
sistema jurídico, donde las facultades de las autoridades deben 
reconocerse en una ley, por lo que su conducta se encuentra 
indefectiblemente subordinada a un ordenamiento de carácter general, 
abstracto e impersonal. 

3. Que conste por escrito. 

Que se encuentre fundado y motivado; y, 2. 
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4. Si el sujeto obligado incumple con fa resolución en el plazo anterior, el 
Instituto fe impondrá arresto administrativo de hasta treinta y seis horas, dentro 
de los tres días hábiles siguiente$, y presentará la denuncia penal 
correspondiente. Para la ejecución del arresto se remitirá fa resolución a la 
autoridad municipal competente, y presentará la denuncia penal 
correspondiente. 

3. Si .el sujeto obligado persiste en el incumplimiento dentro del plazo anterior, el 
Instituto le impondrá una multa de ciento cincuenta a mil quinientas veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, le concederá un plazo de 
hasta cinco días hábiles para el cumplimiento y le apercibirá de que, en caso de 
no hacerlo, se procederá en los terminas del siguiente párrafo. Una vez 
impuesta la multa se remitirá a la autoridad fiscal estatal para su ejecución. 

2. Sí el sujeto obligado incumple con fa resolución en el plazo anterior, el 
lnstítutq fe. impondrá una amonestación pública con copia al expediente laboral 
del responsable, le concederá un plazo de hasta diez días hábiles para el 
cumplimiento y le apercibirá de que, en caso de no becerlo, se procederá en los 
términos del siguiente párrafo. 

1. El sujeto obligado debe ejecutar las acciones que le correspondan para el 
cumplimiento de la resolución, dentro del plazo que determine la propia 
resolución, el cual en ningún caso podrá ser superior a diez dfas hábiles. 

35 Artículo 103, Recurso de Revisión - Ejecución 

34 Artículo 41. Pleno-Atribuciones 
1. El Pleno del Instituto tiene las siguientes atribuciones: 
( ... ) 
X. Aprobar las resoluciones de los recursos de revisión, de los recursos 
de transparencia así como la imposición de sanciones correspondientes; 

De las imágenes insertas, es dable colegir, que la resolución 
reclamada no adolece de una debida fundamentación ni motivación 
como lo aduce el quejoso. 

Lo anterior es así, en virtud de que en la citada resolución el 
Instituto responsable sí expuso /os motivos y fundamentos que 
consideró en cóngruencia con lo efectivamente planteado, así como tes 
documentales que recabó con posterioridad a la resolución definitiva de 
dieciséis de marzo de dos mil veintidós, ello en razón de sus facultades 
otorgadas en el artículo 103 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Además, de realizar I a verificación del cumplimiento o 
incumplimiento a la resolución definitiva de dieciséis de marzo de dos mil 
veintidós, donde además señaló que se notificó a I as partes mediante 
oficio CNMS/92212022 de dieciocho de marzo de dos mil veintidós, vía 
correo electrónico y Plataforma Nacional de Transparencia, 
respectivamente. 

Asimismo, precisó que en auto de veintisiete de abril de dos mil 
veintidós, tuvo por no recibido el informe de cumplimiento que debió ser 
emitido por el sujeto obligado. 

Por lo anterior, procedió a ím oner fa amonestación ública con 
copia para su expediente laboral a N18-ELIMINADO 1 itular 
de . la Unidad de Transparencia de sujeto obliga o Ayun amiento 
Constitucional de Sayu/a. 

Lo anterior, de conformidad con el artículo 41, fracción X34 y 
103.235 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Por tanto, contrario a lo expuesto por el quejoso, la responsable 
sí fundó y motivó debidamente la determinación reclamada, pues expuso 
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Siendo de esa manera, infundados los conceptos de violación 
precisados con los puntos 1, 2 y 3, en el presente fallo. 

A mayor abundamiento, respecto del concepto de violación 
señalado con el número 3, relativo a que la responsable no resolvió 
conforme a /as formalidades del procedimiento, de conformidad con los 
artículos 14 y 16 Constitucionales, al no habérsele notíficado un 
apercibimiento previo, nulificando su garantía de audiencia, se reitera es 
infundado, pues justamente en la resolución de dieciséis de marzo de 
dos mil veintidós fue apercibido el sujeto obligado por conducto de su 
Unidad de Transparencia, siendo su titular el aquí quejoso, pues así lo 
acreditó con al rendir su informe justificado ante dicho Instituto de 
Transparencia, de acuerdo con el convenio de adhesión del 
Organismo Publico denominado Sistema de Desarrollo Integral de 
la Familia municipal de . Sayula, Jalisco, por lo que es claro. que ahora 
no puede desconocer dicho carácter. · 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia por 
contradicción de tesis 1 a.lJ. 13912005, emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corle de Justicia de la Nación, publicada en la página 
162 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, 
Diciembre de 2005, Materia Común, Novena Época, con número de 
registro 176546, ·que establece: 

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DELOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las diversas 
garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de 
Ja Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al 
respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, 
también conocida como de debido proceso legal, Ja cual se 
refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que 
deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que 
concluye con el dictado de una resolución que dirime fas 
cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a 
decidir las controversias sometidas a su conocimiento, 
considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos 
en fa demanda, en su contestación, así como fas demás 
pretensiones deducidas ·oportunamente en el pleito, de tal 
forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo 
sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin 
embargo, esta determinación del juzgador no debe 
desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 
16 constitucional, que impone a las autoridades la obligación 
de fundar y motivar debidamente Jos actos que emitan, esto 
es, que se expresen las razones de derecho y los motivos de 
hecho considerados para su dictado, Jos cuales . deberán ser 
reales, ciertos e investidos de la tuerze legal suficiente para 
provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las 
garantías individuales previstas en la Carta Magna les son 
aplicables fas consideraciones sobre. fa supremacía 
constitucional en términos de su artículo 133, es indudable 
que las resoluciones que emitan deben cumplir con fas 

los artículos que le otorgan competencia y pormenorizó de acuerdo con 
las actuáciones el incumplimiento por parte del sujeto obligado a la 
resolución definitiva de dieciséis de marzo de dos mil veintidós, no 
obstante de haber sido notificado mediante oficio CNMS/92212022 de 
dieciocho de marzo de dos mil veintidós, mediante notificación 
electrónica, justamente al Titular de la Unidad de Transparencia del 
Sistema de Desarrollo Integral de la Familia municipal de Sayula, 
Jalisco. 
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Del precepto antes transcrito se advierte que, el Instituto de 
Transparencia, tntormeaon Pública y Protección de Datos Personales 

4. Si el sujeto obligado incumple con la resolución en el 
plazo anterior, el Instituto Je impondrá arresto administrativo de 
hasta treinta y seis horas, dentro de los tres días hábiles siguientes, y 
presentará la denuncia penal correspondiente. Para la ejecución del 
arresto se remitirá la resolución a la autoridad municipal competente, y 
presentará fa denuncia penal correspondiente." 

3. Si el sujeto obligado persiste en el incumplimiento dentro 
del plazo anterior, el Instituto le impondrá una multa de ciento 
cincuenta a mil quinientas veces el valor diario de Ja Unidad de 
Medida y Actualización, le concederá un plazo de hasta cinco días 
hábiles para el cumplimiento y le apercibirá de que, en caso de no 
hacerlo, se procederá en /os términos del siguiente párrafo. Una vez 
lmpueste la multa se remitirá a la autoridad fiscal estatal para su 
ejecución. 

2. Si el sujeto obligado incumple· con la resolución en 
el plazo anterior, el Instituto le impondrá una amonestación pública 
con copia al expediente laboral del responsable, le concederá un 
plazo de hasta diez días hábiles para el cumplimiento y le apercibirá de 
que, en caso de no hacerlo, se procederá en toe términos del siguiente 
párrafo. 

1. El sujeto obligado debe ejecutar las acciones que le 
correspondan para el cumplimiento de la resolución, dentro del 
plazo que determine la propia resolución, el cual en ningún caso 
podrá ser superior a diez días hábiles. 

"Artículo 103. Recurso de Revisión - Ejecución 

Finalmente, respecto del motivo de disenso, atinente a que no se 
indívidua/ízó la sanción impuesta de conformidad con el artículo 125 de 
la Ley del Procedimiento Administrativo, aplicado de forma supletoria, en 
relación con el artículo 90 de la Constitución del Estado de Jalisco, tales 
conceptos son infundados, toda vez que en la propia norma en su 
artículo 103, de la Ley de Transparencia y Acceso a /a lnformadón 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, se establecen /as 
sanciones y el trámite para su imposición. 

Lo anterior en virtud de que el numeral 103, de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalísco y 
sus Municipios, establece que: 

garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas 
en los artículos 14 y 16 de la Consiitucion Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Así, Ja fundamentación y 
motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra 
en el análisis exhaustivo de los puntos que integran Ja 
litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones 
del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos 
que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que 
genere su emisión, así como en la exposición concreta de 
las circunstancias especiales, razones particulares o causas 
inmediatas tomadas en consideración para la emisión del 
acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre 
/os motivos aducidos y las normas aplicables al caso." 
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En consecuencia; al resultar infundados los conceptos de 
violación formulados por la parte quejosa, los razonamientos vertidos por 
el Instituto responsable en la resolución de veinticinco de mayo de 
dos mil veintidós deben quedar incólumes, para seguir rigiendo el 
mismo, puesto que no se surte alguna de las hipótesis previstas por el 

"MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN REQUISITO 
MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD 
PARA QUE SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS 
(LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS 
DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS). Si bien dentro de las legislaciones 
procesales civiles del Distrito Federa/y de los Estados de Nuevo León y 
Chiapas, no se encuentra específicamente reglamentado el 
procedimiento para la imposición de una medida de apremio, dado que 
únicamente se enumeran cuáles se pueden aplicar, y tomando en 
consideración que el apercibimiento es una prevención especial de la 
autoridad hacia la persona a quien va dirigido el mandamiento, que 
especifica un hacer o dejar de hacer algo que debe cumplirse, que se 
concreta en una advertencia conminatoria respecto de una sanción que 
se puede aplicar en caso de incumplimiento, puede concluirse que de 
conformidad con lo dispuesto en /os artículos 14 y 16 de la Constitución 
Federal que consagran /os principios de legalidad y seguridad jurídica, 
para que sea legal la aplicación de la medida, la autoridad debe emitir 
su mandamiento en términos y bajo las condiciones establecidas por 
dichos principios para que el gobernado tenga la certeza de que aquél 
está conforme con las disposiciones legales y sus atribuciones; así, los 
requisitos mínimos que tal mandamiento debe contener son: 1) La 
existencia de una determinación jurisdiccional debidamente fundada y 
motivada, que deba ser cumplida por /as parles o por alguna de fas 
personas involucradas en el litigio, y 2) La comunicación oportuna, 
mediante notificación personal al obHgado, con el apercibimiento de 
que, de no obedecerla, se le aplicará una medida de apremio precisa y 
concreta". 

Ilustra lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en Ja jurisprudencia 1a./J. 2012001, sustentada por 
consultable en la página 122, Tomo XIII, Junio de 2001, de la Novena 
Época del Semanario Judicial de. la Federación y su Gaceta, de rubro y 
texto siguientes: 

En ese sentido, si el apercibimiento es una prevención 
especial de la autoridad hacia la persona a quien va dirigido el 
mandamiento, que implica una obligación de hacer o dejar de hacer algo 
que debe cumplirse, y se concreta en una advertencia conminatoria 
respecto de una sanción que se puede aplicar en caso de 
incumplimiento, atendiendo a la conducta desplegada, en el caso por el 
propio sujeto obligado a quien va dirigida la sanción respectiva,' de ahí 
que resultan infundados los motivos de disenso, toda vez que como se 
estableció, en la resolución reclamada se determinó la imposición de la 
sanción en la medida de la conducta desplegada y que fue analizada en 
dicha resolución por la autoridad responsable, previa notificación de Ja 
misma. 

del Estado de Jalisco, tiene la obligación de proveer la eficaz ejecución 
de /as resoluciones emitidas; y a ese efecto, dictará todas las medidas 
necesarias en la forma y términos que sean procedentes. 

El Instituto para hacer cumplir sus determinaciones, podrá 
imponer sanciones desde veinte a cien días de salario mínimo general 
vigente de la zona económica de Guadalajara; así como, si el sujeto 
obligado incumple con la resolución en el plazo anterior, el Instituto le 
impondrá una amonestación pública con copia al expediente laboral del 
responsable. 
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Finalmente, toda vez que los argumentos que planteó el quejoso, 
en nada le benefician, es preciso indicar que no obstante que el artículo 

artículo 79 de la Ley de Amparo, en cuya vírtud deba suplírse la queja 
deficiente. 

En las referidas circunstancias, se concluye que la resolución 
reclamada no es inconstitucional, por lo que procede NEGAR el 
amparo y protección de la Justicia Federal a la Fiscalía del Estado de 
Jalisco aquí quejoso. 

Consecuentemente, no resulta obligatorio para el suscrito 
abordar el análisis y desestimación pormenorizada de cada uno de los 
criteríos aislados y jurisprudencia/es invocados en la demanda de 
amparo, pues los conceptos de violación y argumentos de fondo que se 
pretenden demostrar con la aplicación de los mismos resultaron 
inatendib/es, por /as razones vertidas en este considerando. 

Se invoca por su aplicación a lo manifestado precedentemente, la 
jurisprudencia VIII. 1o. (X Región) J/3, de la Décima Época, relativa a los 
Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Libro 111, Diciembre de 2011, Tomo 5, 
Materia(s): Común, consultable en la página 3552, de rubro y texto: 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SU CALIFICACIÓN DE 
INOPERANTES O INA TENDIBLES IMPIDE ABORDAR EL ANÁLISIS 
DE LAS JURISPRUDENCIAS Y TESIS AISLADAS INVOCADAS 
PARA SUSTENTAR EL FONDO DE LOS ARGUMENTOS QUE EN 
ELLOS SE PLANTEA. Del análisis a la ejecutoria relativa a la 
contradicción de tesis 1412008-PL, de fa que derivó Ja jurisprudencia 
2a.lJ. 13012008 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publícada en el Semanario Judicial de Ja Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 262, 
de rubro: "TESIS AISLADA O DE JURISPRUDENCIA INVOCADA EN 
LA DEMANDA DE AMPARO. CORRESPONDE AL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL PRONUNCIARSE EN TORNO A SU 
APLICABILIDAD O INAPLICABILIDAD AL CASO CONCRETO, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LA QUEJOSA ESGRIMA O NO 
ALGÚN RAZONAMIENTO AL RESPECTO.", se advierte que la 
obligación que se impone al órgano jurisdiccional de fundar y motivar Ja 
aplicación o inaplicación de las tesis aisladas y de jurisprudencia 
invocadas en una demanda de amparo, parte del supuesto específico 
de que el tema planteado en ellas, haya sido efectivamente abordado 
'por el tribunal constitucional; esto es, que el tribunal se pronuncie sobre 
el tema de mérito, expresando las razones por fas que se acoge al 
criterio señalado o se aparta de él, pues en atención a la causa de pedir 
se estima que las tesis aisladas y de jurisprudencia invocadas 
constituyen o son parte de Jos argumentos de la demanda de amparo 
como conceptos de violación; de ahí que fa obligación se actualiza, 
únicamente, cuando los temas contenidos en ellas son motivo de 
análisis por el órgano jurisdiccional, en cuyo caso el tribunal de amparo 
deberá resolver si el argumento que se pretende robustecer con dicho 
criterio, resulta fundado o infundado, conforme a las pretensiones del 
quejoso. Sin embargo, cuando exista una diversa cuestión que impida 
atender a las cuestiones efectivamente planteadas en los conceptos de 
violación, así como en las tesis aisladas y de jurisprudencia que se 
invocan, esto es, que tales argumentos resulten inoperantes o 
inatendibles, por causa distinta a la insuficiencia dado que el objeto de 
la invocación de las tesis aisladas o jurisprudenciafes es robustecer su 
argumento con un determinado criterio, no sólo no resulta obligatorio 
abordar el análisis y desestimación pormenorizada de cada uno de Jos 
criterios invocados sino, incluso, demostraría una deficiente técnica en 
el estudio, pues los conceptos de violación y argumentos de fondo que 
se pretenden demostrar con la aplicación de Jos criterios invocados 
resultan inatendib/es, precisamente por existir una cuestión diversa al 
tema que en dichos argumentos se plantea, que resulta suficiente para 
sustentar el sentido del fallo constitucional; de ahí que no proceda 
realizar pronuncíamíento sobre la aplicación o inaplicación de las 
jurisprudencias o tesis aisladas invocadas en fa demanda de amparo." 
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1 . ! 

Al respecto, cabe citar la jurisprudencia 1a.lJ. 10412013 (10a.), 
de la Primera Sal~ de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro y texto siguientes: 

'PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA 
NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS 
PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN 
RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 1 

Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 10712012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XIII; Tomo 2, octubre de 
2012, página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO 
PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE tA NORMA 
DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció 
de que por virtud del . texto vigente del artículo 1 o. 
constitucional, modificado por el decreto de reforma 
constitucional en materia de derechos fundamentales, : 
publicado· en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su 
plano superior, debe entenderse integrado por dos 
fuentes medulares: a): los derechos· fundamentales. 
reconocidos en la Constitución Política de /os Estados 
Unidos Mexicanos; . y, b) toaos 'aquellos derechos 
humanos estebteckios 'e'tttratados· lntemecionetes de los: 
que el Estado Mexican~~éa.parteLTambién deriva de la· 
aludida. tesis, que los vetares, principios .y derechos que 
materializan las ooime« .. 'próvenientes de esas dos 
fuentes, al ser suprema fr. .- def. ·O[denamiento jurídico 
mexicano, deben permeatle,rr t9tlq él. orden jurídico, y: 
obligar a todas las autoridace~--:9:._ s'"( aplicación y, en 
aquellos casos en que se? "procedente, a su 
interpretación. Sin embargo, del pff!Jcipio pro homine o 
pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones 
planteadas por los gobernados deban ser resueltas de 
manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so 
pretexto de establecer la interpretación más amplia o 
extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese 
principio puede ser constitutivo de "derechos" alegados o 
dar cabida a /as interpretaciones más favorables que 
sean aducidas, cuando tales interpretaciones no 
encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, 
ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es 
conforme a las últimas que deben ser resueltas /as 

1 
1 

1 º de· la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagra el principio pro persona, de acuerdo al cual las normas 
relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
dicha Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas Ja protección más amplia; 
ello no deriva en que las cuestiones aquí planteadas, necesariamente 
deban ser resueltas de manera favorable a /as pretensiones de la parte 

. quejosa, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más 
amplia o extensiva que se aduzca, ya que dichos argumentos no pueden 
ser constitutivos de 'derechos', ni deben dar cabida a interpretaciones 
más favorables que no encuentren sustento en las reglas de derecho 
aplicables, como ocurre en la especie. 
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36 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XXV, de Octubre de 2013, Tomo 2, Materia Constitucional, página 
novecientos seis (registro: 2004748). 

~ 
~~~~ DECIMOSEGUNDO DE 

DISTRITO EN·~~"S~~MINISTRATIVA, CIVIL Y DE 
TRAB J E~ ESTADO DE JALISCO. 

[FI 

A T E N TA M E N T E. 

PARA SU 
LEGALES 

LO QUE TRANSCRIBO A USTED 
CONOCIMIENTO Y EFECTOS 
CORRESPONDIENTES. 

Así Jo resolvió y firma Fernando Manuel Carbajal Hernández, 
Juez Decimosegundo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y 
de Trabajo en el Estado de Jalisco; quien actúa en unión de Leticia 
Cuadra González, Secretaria que autoriza y da fe." 

NOTIFÍQUESE. 

SEGUNDO. La JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE a !NS-ELIMINADO 1 lz', contra el acto 
reclamado a la autoridad responsable Pleno del Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco de conformidad con los motivos y 
fundamentos expuestos t::n el último considerando de esta sentencia. 

controversias correspondientes •36 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 
73 al 76 y 217 de la Ley de Amparo se RESUELVE: 

PRIMERO. Se SOBRESEE en el presente iuicio de amparo 
promovido podN 4- ELIMINADO 1 1 contra los actos 
reclamados a las autoridades responsables . Oficial Mayor 
Administrativo del Gobierno Municipal de Sayula, Jalisco y Salvador 
Romero Esplnoze, Comisionado del Pleno del Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco y por los motivos expuestos en el 
diverso tercero del presente fallo. 
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86 f2 70 23 25 89 55 015b15 a7 Be et cf 29 26 
d1 de 59 4a 98 80 aO 7f fe fa d1 d5 b5 ce 04 2e 
36 Be b1 91 b1 d8 de 6a ec2d a5 d4 22 c9 Be 43 
fea076a1 2cbbf4313c13609129a43cea 
4d Bd 96 cd 5f 5c ee 3d 3c f4 ea a2 sa d2 bt 9d 

OCSP 

Archivo Firmado: 
3309692D_0139D00030312291011.p7m 
Autoridad Certificadora: 
Unidad de Certificación Electrónica del TEPJF - PJF 
Firmante(s): 2 
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Tqtvly~MDpSTsYhSkJPFT+NVNQ: Datos estampillados: 

Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal Nombre del emisor de la respuesta TSP: 

24{08/22 05:39:41 - 24108{22 00:39:41 Fecha : (UTC f CDMX) 

132838496 Identificador de la respuesta TSP: 

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal Emisor del certificado TSP: 

70.6a.66.20.63.6a.66.03 Número de serie: 

Emisor del respondedor: 

OCSP ACJ del Consejo de la Judicatura Federal Nombre del respondedor: 

24/08/22 05:39:41 - 24/08/22 00'.39:41 

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judica1ura Federal 

Fecha: (UTC 1 CDMX) 

FIRMANTE --- FIRMA 

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a .66 .00.00.00.00.00. 00.00.00 .DO .oo .o 1.1 b.sc Revocación: Bien No revocado 

Fecha: 24/08/22 05'.39:41 - 24108122 00:39:41 Status: Bien Valida (UTCFCDMX) 

Algoritmo: RSA-SHA256 

f1 e4 ff 7f 6f 86 d8 38 2f 52 Od es d4 26 c1 es 
Sd Oc 8f9d 13 96 403c10 a5 5648 da ta eB 65 
9c e1 40 d9 cd 24 ae Del 70 71 se es b4 7f b6'3f 
80 ed 8d 71 e3 5e 9c 1 e 15 16 fe 48 75 ad af d1 
32 51 bO Oe 15 46 121f 07f7 c9fb a3 25 a1 4d 
51 61e94a de b1 39 fe e6 Ga d9 83 Od Of5f ce 
6e 7e e4 ad 2c 13 48 dO d1 d1 a2 3ff0 9d d7 1 B 

Cadena 73 ae e4 11 28 cd 95 3f6c 2c 80 fa 3c78 23 85 
de firma: 32 cf2c 27141a Se 36 4e 09 00 bd ca ea 49 7c ww~~~22~~~~oo~~m~~ 

7 e 06 91 92 ad 24 ec 10 9e 82 82 b1 2a 21 81 7 e 
aO ca cO 55 cb 34 De Se 36 bO 33 de d2 7e a3 Be 
a9 36 98 53 70 a4 22 99 39 17 1 e 5f 37 72 5a 2f 

1 46 b7 05 ea d3 75 de 4c 64 d4 2d f4 dc4fa3 81 
23 b8 17 cb 3c 70 23 c2 as 70 d 1 Oa ca Ob 2b 70 
75 Bb db 24 9cf8 cff7 c6 40 53 73 Sa 60 04 Od 

OCSP 
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Realizada con el programa TEST DATA, Generador de Versiones Públicas, desarrollado por el Gobierno Municipal de 
Guadalajara y con la colaboración del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Estado de Jalisco. 

14.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 

13.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

12.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

11.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

10.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

9.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

8.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

7.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

6.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

5.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

4.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

3.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

2.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

1.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

FUNDAMENTO LEGAL 



Realizada con el programa TEST DATA, Generador de Versiones Públicas, desarrollado por el Gobierno Municipal de 
Guadalajara y con la colaboración del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Estado de Jalisco. 

* "LTAIPEJM: Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
LPDPPSOEJM: Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados en el Estado de Jalisco y sus 
Municipios. 
LGPPICR: Lineamientos Genenerales para la Protección de la Información Confidencial y Reservada que deberán observar 
los sujetos obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios." 

18.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

17.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

16.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

15.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 
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